
JURISPRUDENCIA

Roj: AAP NA 88/2026 - ECLI:ES:APNA:2026:88A

Id Cendoj: 31201370032026200012
Órgano: Audiencia Provincial

Sede: Pamplona/Iruña
Sección: 3

Fecha: 15/01/2026
Nº de Recurso: 2233/2025

Nº de Resolución: 6/2026
Procedimiento: Recurso de apelación

Ponente: ADRIAN CAMARA DEL RIO
Tipo de Resolución: Auto

A U T O Nº 000006/2026

Ilmo. Sr. Presidente

D. AURELIO HERMINIO VILA DUPLÁ

Ilmos. Sres. Magistrados

D. ILDEFONSO PRIETO GARCÍA-NIETO

D. FERNANDO PONCELA GARCÍA

D. ADRIÁN CÁMARA DEL RÍO (Ponente)

En Pamplona/Iruña, a 15 de enero del 2026.

La Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Navarra de Navarra, compuesta por los Ilmos. Sres.
Magistrados que al margen se expresan, ha visto en grado de apelación el Rollo Civil de Sala nº
2233/2025,derivado del Monitorio nº 589/2025 - 0,de la Sección Civil y de Instrucción del Tribunal de Instancia
de Tafalla . Plaza nº 2 de Tafalla; siendo parte apelante,la demandante, PRA IBERIA, S.L.,representada por el
Procurador D. Agustín Roberto Schiavon Raineri y asistida por la Letrada D.ª María Rico del Valle.

Siendo Magistrado Ponente el Ilmo. Sr. D. ADRIÁN CÁMARA DEL RÍO.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO. -Se aceptan los antecedentes del auto apelado.

SEGUNDO.- Con fecha 24 de septiembre del 2025, la referida Sección Civil y de Instrucción del Tribunal de
Instancia de Tafalla. Plaza nº 2 de Tafalla dictó Auto 000228/20252025 en los autos de Monitorio nº 589/2025
- 0 cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

"Acuerdo:

1.- NO ADMITIR la demanda presentada por el Procurador de los tribunales Sr. /Sra. AGUSTIN ROBERTO
SCHIAVON RAINERI en nombre y representación del demandante PRA IBERIA SL, frente a  Paula .

2.- Librar certificación literal de esta resolución que quedará unida a las actuaciones, con traslado de su original
al libro correspondiente.

3.- Archivar las actuaciones."

TERCERO.- Notificada dicha resolución, fue apelada en tiempo y forma por la representación de la demandante,
PRA IBERIA, S.L.

CUARTO.-Admitida dicha apelación en ambos efectos y remitidos los autos, previo reparto, correspondieron
a esta Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Navarra en donde se formó el Rollo de Apelación Civil
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nº 2233/2025, señalándose el día 13 de enero de 2025 para su deliberación, habiéndose observado las
prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. -Con fecha 4 de septiembre de 2025, la representación procesal de la entidad financiera
demandante -Pra Iberia, S.L.U.- presentó escrito de petición inicial de procedimiento monitorio frente a la
parte demandada -  Paula -, en reclamación del importe adeudado (6.189,62 euros) a consecuencia del
incumplimiento de un contrato crediticio formalizado el día 3 de agosto de 2019.

En lo que ahora interesa, la entidad financiera demandante -Pra Iberia, S.L.U.- aportó, junto con su petición inicial
de procedimiento monitorio, copia del contrato de crédito al consumo (contrato de financiación a comprador
de bienes muebles con nº de referencia  NUM000 ) formalizado entre la parte demandada -  Paula - y la entidad
financiera cedente -Banco Cetelem, S.A.U.- el día 3 de agosto de 2019, para la adquisición de un vehículo
(Citroën C4 Cactus con matrícula  NUM001 , figurando como vendedor/intermediador financiero Automóviles
Torregrosa) por un importe en concepto de capital o principal inicial de 11.907,13 euros, con un tipo de interés
nominal (TIN) anual del 4,99 % (6,12 % TAE).

Acreditó, igualmente, la adquisición de dicho crédito, tras la formalización del oportuno negocio jurídico de
cesión de cartera de créditos con la entidad mercantil Banco Cetelem, S.A.U., el día 10 de diciembre de 2024.

La entidad financiera demandante -Pra Iberia, S.L.U.- alega, en su petición inicial de procedimiento monitorio
de fecha 4 de septiembre de 2025, haber procedido la entidad financiera cedente -Banco Cetelem, S.A.U.- al
cierre de cuenta (vencimiento anticipado) de la operación financiera en cuestión (contrato de financiación
a comprador de bienes muebles con nº de referencia  NUM000  de fecha 3 de agosto de 2019), el día 10
de diciembre de 2024, ante la situación de impago o incumplimiento sucesivo y continuado por parte de la
prestataria-demandada -  Paula -, certificándose en ese momento un saldo deudor de 6.189,62 euros.

Aportó, igualmente, junto con su escrito inicial de procedimiento monitorio, la correspondiente certificación
de deuda emitida por la entidad financiera demandante -Pra Iberia, S.L.U.- el día 23 de julio de 2025, en la que
se desglosa la cantidad total solicitada (6.189,62 euros) en el ámbito del presente procedimiento, así como
el extracto de movimientos.

Mediante auto nº 228/2025, de 24 de septiembre de 2025, dictado por la Sección Civil y de Instrucción del
Tribunal de Instancia de Tafalla. Plaza nº 2 en el ámbito del procedimiento de Juicio Monitorio nº 589/2025, se
inadmitió a trámite la petición inicial de procedimiento monitorio formulada por la representación procesal de
la entidad financiera demandante -Pra Iberia, S.L.U.-, al no haberse aportado "los documentos que justifiquen
que ha acudido previamente a un medio adecuado de solución de controversias(...) En el presente caso consta
únicamente la remisión de una carta a través del servicio de correos pero remitida a dirección incorrecta como
se desprende del certificado aportado, por ello sin justificante de entrega, por lo que se considera que no se
cumple el presupuesto y no podrá comenzar el cómputo de los 30 días que deben transcurrir para acreditar el
fracaso del intento",archivándose el procedimiento.

Con fecha 4 de noviembre de 2025, la representación procesal de la entidad financiera demandante -Pra
Iberia, S.L.U.- interpuso recurso de apelación frente a la resolución de instancia - auto nº 228/2025, de 24 de
septiembre de 2025, dictado por la Sección Civil y de Instrucción del Tribunal de Instancia de Tafalla. Plaza nº
2, estimando debidamente acreditado el intento de negociación previa a la interposición de la demanda inicial.

SEGUNDO. -La recientemente promulgada Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de
eficiencia del Servicio Público de Justicia, introduce formalmente en el ordenamiento jurídico-civil español la
figura de los "medios adecuados de solución de controversias"(MASC).

Resulta especialmente revelador el propio Preámbulo de dicha Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero (mens
legislatoris),cuando afirma que "dejando clara la indiscutible importancia constitucional del ejercicio de la
potestad jurisdiccional por los jueces y tribunales, con la introducción de estos mecanismos, ya consolidados en
el derecho comparado, se cumple la máxima de la Ilustración y del proceso codificador: que antes de entrar en el
templo de la Justicia, se ha de pasar por el templo de la concordia. En efecto, se trata de potenciar la negociación
entre las partes, directamente o ante un tercero neutral, partiendo de la base de que estos medios reducen el
conflicto social, evitan la sobrecarga de los tribunales y pueden ser igualmente adecuados para la solución de
la inmensa mayoría de las controversias en materia civil y mercantil.

El servicio público de Justicia debe ser capaz de ofrecer a la ciudadanía la vía más adecuada para gestionar
su problema. En unos casos será la vía exclusivamente judicial, pero en muchos otros será la vía consensual la
que ofrezca la mejor opción".
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El artículo 5.1 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero establece que "en el orden jurisdiccional civil,
con carácter general, para que sea admisible la demanda se considerará requisito de procedibilidad acudir
previamente a algún medio adecuado de solución de controversias de los previstos en el artículo 2" ("cualquier
tipo de actividad negociadora, reconocida en esta u otras leyes, estatales o autonómicas, a la que las partes de
un conflicto acuden de buena fe con el objeto de encontrar una solución extrajudicial al mismo, ya sea por sí
mismas o con la intervención de una tercera persona neutral").

Continúa el apartado 2º de dicho precepto legal (artículo 5 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero), afirmando
que "se exigirá actividad negociadora previa a la vía jurisdiccional como requisito de procedibilidad en todos los
procesos declarativos del libro II y en los procesos especiales del libro IV de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de
Enjuiciamiento Civil, con excepción de los que tengan por objeto las siguientes materias:

a) la tutela judicial civil de derechos fundamentales;

b) la adopción de las medidas previstas en el artículo 158 del Código Civil ;

c) la adopción de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad;

d) la filiación, paternidad y maternidad;

e) la tutela sumaria de la tenencia o de la posesión de una cosa o derecho por quien haya sido despojado de
ellas o perturbado en su disfrute;

f) la pretensión de que el tribunal resuelva, con carácter sumario, la demolición o derribo de obra, edificio, árbol,
columna o cualquier otro objeto análogo en estado de ruina y que amenace causar daños a quien demande;

g) el ingreso de menores con problemas de conducta en centros de protección específicos, la entrada en
domicilios y restantes lugares para la ejecución forzosa de medidas de protección de menores o la restitución
o retorno de menores en los supuestos de sustracción internacional;

h) el juicio cambiario".

Por lo que, en principio, el procedimiento iniciado por el demandante (reclamación monitoria) entra dentro
del ámbito objeto de aplicación de la referida norma legal, exigiéndose formalmente como requisito de
procedibilidad (para su admisión a trámite) la acreditación de haber acudido previamente a algún medio
adecuado de solución de controversias (MASC).

TERCERO.-Para resolver el motivo de apelación planteado en esta alzada, se ha de tomar en consideración
que, en el Hecho Cuarto de su escrito inicial, la representación procesal de la entidad financiera demandante
-Pra Iberia, S.L.U.- aludía a que, con carácter previo a la interposición de la demanda (petición inicial de
procedimiento monitorio), remitió al demandado una carta certificada con acuse de recibo (a través de un
agente comercial de la compañía estatal Correos y Telégrafos, S.A., Apamara, S.L.), "comunicando el inicio de
un proceso de negociación directa, amistosa y voluntaria con el fin de alcanzar un acuerdo flexible y adecuado.
Habiendo transcurrido sobradamente el plazo de 30 días naturales otorgados por la ley mencionada y sin que esta
parte haya tenido respuesta alguna al inicio de la negociación ofrecida, se da por finalizada la misma, quedando
expedita la vía judicial, dado que consta cumplido el requisito de procedibilidad".

No obstante, tal y como figura en el documento nº 7 aportado junto con el escrito inicial, dicho requerimiento
extrajudicial resultó "devuelto"por el servicio de Correos, figurando en la certificación de imposibilidad de
entrega emitida el día 7 de mayo de 2025, que "ha resultado Devuelto a Origen por 02 Dirección incorrecta".

La representación procesal de la entidad financiera demandante -Pra Iberia, S.L.U.- sostiene que dicho
requerimiento extrajudicial se remitió a la dirección postal consignada (como domicilio a efectos de
notificaciones, requerimientos y citaciones) por la propia parte demandada en el contrato crediticio que
constituye el fundamento de la presente reclamación (contrato de financiación a comprador de bienes muebles
con nº de referencia  NUM000 , formalizado entre la parte demandada -  Paula - y la entidad financiera cedente
-Banco Cetelem, S.A.U.- el día 3 de agosto de 2019), esto es, a la vivienda ubicada en la  DIRECCION000  de
la localidad de Tafalla (Navarra).

Señala, a este respecto, que la petición inicial incluye una declaración responsable "a los efectos de acreditar
el intento de realización de la actividad negociadora por mi mandante y/o al objeto de dar cumplimiento a lo
establecido en el artículo 264.4 de la Ley de Enjuiciamiento Civil , modificado por la Ley Orgánica 1/2025, de
2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia",atendiendo a que "no conoce
ninguna otra información de contacto válida de la parte demandada pese a que ha intentado contactar a través
de todos los medios de los que dispone, efectuado además todas las gestiones posibles para intentar localizar
y/o negociar con la parte demandada, resultando infructuosa la actividad negociadora".
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A este respecto, en la Condición General 4ª del contrato crediticio que constituye el fundamento de la presente
reclamación (contrato de financiación a comprador de bienes muebles con nº de referencia  NUM000 ,
formalizado entre la parte demandada -  Paula - y la entidad financiera cedente -Banco Cetelem, S.A.U.-
el día 3 de agosto de 2019), se dispone expresamente (bajo el título de "Domicilio")que "se establece
a los efectos prevenidos en la Ley 28/1998, que el lugar donde hayan de efectuarse las notificaciones,
requerimientos y emplazamientos es el domicilio consignado por cada parte en las condiciones particulares
de este contrato,quedando obligadas las partes a comunicarse fehacientemente cualquier cambio del mismo"
(énfasis añadido por esta Sala).

A este respecto, no solo en el contrato de financiación a comprador de bienes muebles con nº de referencia
NUM000 , formalizado entre la parte demandada -  Paula - y la entidad financiera cedente -Banco Cetelem,
S.A.U.- el día 3 de agosto de 2019, sino en toda la documentación adjunta al mismo (información normalizada
europea sobre crédito al consumo, solicitud de crédito y datos de estudio, boletín de adhesión al seguro de
protección de pagos y orden de domiciliación de adeudo directo, así como en los anexos de información sobre
protección de datos personales y sobre prevención de blanqueo de capitales y financiación del terrorismo),
figura como domicilio a todos los efectos de la parte prestataria-demandada -  Paula - el ubicado en la
DIRECCION001  de la localidad de Salinas de Pamplona (Navarra).

Es en la certificación notarial del negocio jurídico de cesión de cartera de créditos formalizado con la entidad
mercantil Banco Cetelem, S.A.U. -a través de Autonoria Spain 2021, FT- el día 10 de diciembre de 2024, en el
que se consigna como dirección de la parte prestataria "  DIRECCION000 , SAN SALVADOR, Navarra",en lo que,
prima faciey sin necesidad de realizar averiguaciones adicionales, ya se revela como una dirección incorrecta
y, posiblemente, inexistente.

No se acredita, en forma alguna, el motivo por el que se consigna dicha dirección como domicilio a efecto
de notificaciones de la parte prestataria (cedida) y no el que obra desde un principio en la totalidad de la
documentación contractual.

En todo caso, la entidad financiera demandante -Pra Iberia, S.L.U.- tenía conocimiento de la dirección
aparentemente correcta de la demandada -figurando en la documentación contractual aportada por la misma
a las presentes actuaciones judiciales-, por lo que, con anterioridad a la presentación de la demanda y habiendo
tomado conocimiento de que la dirección obrante en la cesión de créditos era incorrecta, un grado mínimo de
diligencia en el cumplimiento del mencionado presupuesto de procedibilidad exigía la realización de un intento
(adicional) en la misma.

A su vez, en el contrato crediticio y en los diversos documentos anexados al mismo, además de la dirección
postal anteriormente consignada (  DIRECCION001  de la localidad de Salinas de Pamplona, Navarra), figuran
dos números de teléfono (uno fijo y uno móvil), así como la empresa en la que trabaja (Mercadona).

La entidad financiera demandante -Pra Iberia, S.L.U.-, aun tomando conocimiento del resultado negativo o
infructuoso (dirección incorrecta) del requerimiento extrajudicial remitido a la dirección postal que figuraba en
la cesión de créditos (que no en el contrato), no agotó las posibilidades de contacto o negociación previa con la
parte demandada-prestataria, a pesar de disponer de canales de comunicación alternativa igualmente válidos
(recogidos en el propio contrato crediticio que constituye el fundamento de la presente reclamación dineraria).

A este respecto, el artículo 10 de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia
del Servicio Público de Justicia establece que "a los efectos de acreditar que se ha intentado una actividad
negociadora previa y cumplir el requisito de procedibilidad, dicha actividad negociadora o el intento de la
misma deberá ser recogida documentalmente(...) podrá acreditarse el intento de negociación mediante cualquier
documento que pruebe que la otra parte ha recibido la solicitud o invitación para negociar o, en su caso, la
propuesta, en qué fecha, y que ha podido acceder a su contenido íntegro".

Por su parte, el artículo 264.4 de la LEC, tras la reforma operada por la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero,
limita la operatividad o virtualidad efectiva de la mencionada (en el escrito inicial y el recurso de apelación)
<<declaración responsable>>, a los supuestos de "imposibilidad de llevar a cabo la actividad negociadora
previa a la vía judicial por desconocer el domicilio de la parte demandada o el medio por el que puede ser
requerido",circunstancia fáctica que, tal y como se ha analizado con anterioridad, no concurre en el presente
asunto.

La Sentencia del Tribunal Constitucional ( STC) 163/2016, de 3 de octubre de 2016, establece que "el primer
contenido del derecho que reconoce el art. 24.1 CE es el acceso a la jurisdicción, que permite ser parte en un
proceso y obtener un pronunciamiento sobre las pretensiones deducidas. No se trata, sin embargo, de un derecho
absoluto e incondicionado, sino que ha de someterse a los cauces procesales existentes y de acuerdo con la
ordenación legal, pues, en cuanto derecho de configuración legal, su ejercicio y dispensación se supeditan al
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cumplimiento de los presupuestos y requisitos establecidos por el legislador en cada caso. Por tal razón, queda
también satisfecho cuando se emite un pronunciamiento de inadmisión que aprecie razonada y razonablemente
la concurrencia de una causa establecida expresamente en la ley.

Tratándose del derecho de acceso a la jurisdicción, opera en toda su intensidad el principio pro actione, por lo
que no sólo conculcan el derecho fundamental las resoluciones de inadmisión o desestimación que incurran en
arbitrariedad, irrazonabilidad o error patente, sino también las que se encuentren basadas en criterios que por
su rigorismo, formalismo excesivo o cualquier otra razón revelen una clara desproporción entre los fines que la
causa legal aplicada preserva y los intereses que se sacrifican como consecuencia de la inadmisión. Además,
como consecuencia de la vigencia de dicho principio, el control constitucional de las decisiones de admisión
ha de verificarse de forma especialmente intensa, en cuanto aquél impide interpretaciones y aplicaciones de los
requisitos establecidos legalmente para acceder al proceso que obstaculicen injustificadamente el derecho a
que un órgano judicial conozca o resuelva en Derecho sobre la pretensión que le haya sido sometida".

En el presente caso, no se estima en absoluto lesiva para el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
( artículo 24 de la CE) de la entidad demandante, en su vertiente de acceso a la jurisdicción, la decisión de
instancia (inadmisión a trámite) adoptada por la juzgadora a quo,resultando la misma conforme a la novedosa
regulación legal de la materia.

Procede, con base en lo expuesto, la desestimación del recurso de apelación interpuesto por la representación
procesal de la entidad financiera demandante -Pra Iberia, S.L.U.- frente a la resolución de instancia - auto nº
228/2025, de 24 de septiembre de 2025, dictado por la Sección Civil y de Instrucción del Tribunal de Instancia
de Tafalla. Plaza nº 2, que se confirma en todos sus pronunciamientos.

CUARTO. -La íntegra desestimación del recurso de apelación formulado por la representación procesal de la
entidad financiera demandante frente a la resolución judicial de primera instancia motiva, en aplicación de
los artículos 398.1 y 394.1 de la LEC (en el tenor vigente en el momento de incoación del procedimiento), su
condena al abono de las costas procesales de esta alzada (segunda instancia), no apreciándose serias dudas
de hecho o de derecho en su resolución.

Con base en los preceptos legales citados y demás que resulten de general y pertinente aplicación

PARTE DISPOSITIVA

Se DESESTIMAel RECURSO DE APELACIÓN al que el presente Rollo se contrae, interpuesto por el Procurador
de los Tribunales D. Agustín Roberto Schiavon Raineri, en nombre y representación de la entidad financiera
demandante PRA IBERIA, S.L.U.,frente al auto nº 228/2025, de 24 de septiembre de 2025, dictado por la
Sección Civil y de Instrucción del Tribunal de Instancia de Tafalla. Plaza nº 2 en el ámbito del procedimiento
de Juicio Monitorio nº 589/2025, confirmándosela mencionada resolución en todos sus pronunciamientos.

Se CONDENAa la entidad financiera recurrente PRA IBERIA, S.L.U.al abono de las costas procesalesde esta
alzada (segunda instancia).

Frente a la presente resolución no cabe la interposición de recurso ordinario alguno.

Dese al depósito constituido el destino legal que corresponda.

Así por este nuestro auto, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y
con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber
de tutela o la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. Los datos personales
incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes.
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